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Resumen 
A veinte años de la sanción de la Ley de Asilo n.º 26165, en este artículo se evalúa 
críticamente su funcionamiento. Desde un enfoque sociojurídico, se combina el análisis 
jurídico-normativo y estadístico con entrevistas a actores clave. Se argumenta que las 
reformas impulsadas por el gobierno de Javier Milei entre 2024 y 2025 expresan tanto 
la profundización de un proceso previo de deterioro del régimen de asilo, como el 
desplazamiento radical del paradigma de derechos humanos hacia una lógica 
securitaria e instrumental. 
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Abstract 
Twenty years after the enactment of Argentina's Asylum Law No. 26,165, this article 
offers a critical assessment of its implementation. Adopting a socio-legal approach, it 
combines legal-normative and statistical analysis with interviews with key 
stakeholders. It argues that the reforms introduced by the government of Javier Milei 
between 2024 and 2025 reflect both the deepening of a pre-existing process of 
deterioration within the asylum regime and a radical shift from the human rights 
paradigm that traditionally underpinned it toward a security-oriented and 
instrumental logic. 
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Introducción 

La llegada de Javier Milei a la Casa Rosada en diciembre de 2023 supuso 
un brutal retroceso en la estructura legal de la protección de refugiados en 
Argentina. A los pocos meses de asumir, mediante dos Decretos de Necesidad 
y Urgencia (DNU), reformó la Ley General de Reconocimiento y Protección al 
Refugiado n.º 26165, adoptada en 2006, y, un año después, aprobó una 
reglamentación regresiva en lo que respecta al derecho a buscar asilo. 

Originalmente considerada un paso hacia la consolidación del liderazgo 
regional de Argentina en la temática1 y una de las legislaciones más 
progresistas en comparación, incluso, con otros países (Freier y Gauci, 2020), 
la Ley 26165 había sido concebida bajo el paradigma de derechos humanos 
vigente desde principios de siglo (Cerrutti y Penchaszadeh, 2023; Red de las 
Naciones Unidas sobre la migración, 2023). Al igual que la Ley de Migraciones 
n.° 25871, fue aprobada por el Congreso Nacional tras un proceso consultivo 
con actores relevantes. Sin embargo, las reformas, inconsultas, introducidas 
por el gobierno del presidente Milei modificaron la composición de la 
Comisión Nacional para los Refugiados (CONARE) —incorporando al 
Ministerio de Seguridad—, transformaron los procedimientos recursivos, 
limitaron garantías procedimentales, incorporaron procedimientos de 
admisibilidad, abrieron la puerta a la creación de centros de detención de 
personas solicitantes y alteraron aspectos relativos a las causales de exclusión 
y cesación de la condición de las personas refugiadas. En este sentido, el 
gobierno reconfiguró la política de asilo, al igual que lo hizo con la política 
migratoria, acompañando la transformación de una retórica antiinmigración 
centrada en la seguridad nacional y los abusos del sistema. 

No obstante, sostenemos la hipótesis de que la reforma de la estructura 
legal en materia de asilo de 2024/2025, debe analizarse en relación con el 
desarrollo y el desempeño del régimen de asilo desde la sanción de la Ley 
26165 hasta la actualidad. La elección de la noción de régimen, antes que la de 
sistema de asilo, permite analizar no solo la arquitectura jurídico-institucional 
formal, sino también las prácticas administrativas, las capacidades estatales, 
las orientaciones político-discursivas, los criterios de implementación, así 
como los usos y las condiciones efectivas de acceso a la protección 
internacional. Concebimos el régimen como una categoría analítica crítica que 
permite dar cuenta de un entramado de reglas y prácticas desarrolladas 
históricamente para abordar la movilidad, en este caso, clasificada como 
“forzada”; se trata de un tejido dinámico y procesual que involucra diversos 
actores, roles y jerarquías (Sciortino, 2004) y en el que las regulaciones son el 
resultado de prácticas sociales atravesadas por relaciones de poder y el uso 
estratégico simultáneo (muchas veces contradictorio) de diferentes regímenes 
(de frontera, migración, asilo y naturalización) (Gil Araujo y Clavijo, 2021; 
Domenech, 2025; Penchaszadeh y Linares, 2026). Entre otras cosas, esta 
perspectiva permite observar la distancia entre el reconocimiento formal de 
derechos y su funcionamiento concreto y situado, así como las continuidades 
y transformaciones históricas de las políticas de protección internacional 
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como epifenómeno singular dentro de los regímenes de movilidad humana 
(Freier y Fernández Rodríguez, 2021; Jubilut et al., 2021; Lavenex, 2024).  

El deterioro del régimen de asilo en Argentina es un proceso de largo 
aliento coincidente con un menoscabo de la protección internacional a nivel 
global. Ese proceso se evidencia tanto en el acceso a la protección como en el 
contenido de la protección en sí; y se revela en aspectos tales como las largas 
demoras en la resolución de los casos y las bajas tasas de reconocimiento del 
estatuto de refugiado, el déficit de capacidades del sistema en su conjunto, 
aunado a un progresivo proceso de canalización de personas con necesidades 
de protección internacional hacia estatutos alternativos al de refugiado, 
cuando no a la vía migratoria ordinaria. En Latinoamérica, diversos trabajos 
han señalado la creciente relevancia de mecanismos migratorios y 
humanitarios alternativos al reconocimiento de la condición de refugiado, 
para gestionar situaciones de desplazamiento forzado, señalando las 
crecientes tensiones entre el régimen de asilo y otros dispositivos de 
regularización y protección (Vera Espinoza y Penchaszadeh, 2026; 
Penchaszadeh y Linares, 2026; Prieto et al., en prensa). 

Vale recordar que Argentina es Estado parte de los instrumentos 
internacionales en materia de protección de refugiados y comenzó a construir 
su sistema de asilo en 1985, cuando creó un primer organismo encargado de 
la resolución de las solicitudes. La sanción de la Ley 26165 en 2006 constituyó 
entonces un avance significativo. En línea con lo propuesto en la Declaración 
de Cartagena sobre Refugiados de 1984, la norma incorporó una definición de 
refugiado más amplia que la contenida en la Convención de 1951 y el 
Protocolo de 1967 sobre el Estatuto de los Refugiados, que incluye a las 
víctimas de violencia, conflictos armados y violaciones masivas de derechos 
humanos. A su vez, estableció que los principios de la protección aplican a 
toda persona refugiada, incluso cuando no se haya reconocido su condición, 
y delineó un procedimiento para determinar las necesidades de protección 
internacional con las debidas garantías. Se trató, básicamente, de una norma 
en línea con los estándares internacionales de derechos humanos. 

Si bien el régimen de asilo que se desarrolló a partir de entonces resultó 
normativamente significativo, sostenemos que la falta endémica de 
reglamentación e implementación integral constituye un continuo —en línea 
con una tendencia regional y global de desmontaje de las instituciones clásicas 
de asilo— que, en el caso argentino, alcanza su corolario con reforma regresiva 
impulsada por el actual gobierno. La reforma es la manifestación más 
evidente de la ruptura con el paradigma de derechos humanos que rigió la 
política de movilidad humana durante el ciclo abierto con la pionera Ley de 
Migraciones 25871 de 2004 (Giustiniani, 2004; Novick, 2008), modelo a nivel 
regional y global. En este contexto, resulta pertinente indagar si las reformas 
recientes representan únicamente una profundización de tendencias 
preexistentes o si expresan transformaciones más profundas en los principios 
que orientan la protección internacional en el país. La conmemoración de los 
veinte años de vigencia de la Ley 26165, que se cumplen en noviembre de 
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2026, es una invitación a hacer un balance profundo sobre su alcance y 
funcionamiento efectivo. 

Para analizar la evolución del régimen de asilo argentino en las últimas 
décadas el artículo se centra en las tensiones entre la infraestructura legal y 
normativa, las capacidades institucionales y los efectos medibles de su 
funcionamiento. Desde una perspectiva socio-jurídica, el trabajo combina el 
análisis normativo, institucional y estadístico con entrevistas 
semiestructuradas a actores estatales, académicos y de la sociedad civil 
vinculados al campo de la protección internacional. En esta línea, el estudio 
se orienta a contestar las siguientes preguntas: ¿cómo evolucionó el régimen 
de asilo argentino desde la sanción de la Ley 26165?, ¿qué continuidades y 
transformaciones pueden identificarse en sus dimensiones normativas, 
institucionales y prácticas?, ¿cómo se inscriben las reformas de 2024-2025 en 
esa trayectoria? 

Para abordar estos interrogantes, se optó por una metodología cualitativa 
basada en el análisis normativo y documental que incluye informes de 
organismos gubernamentales, de organizaciones de la sociedad civil y de 
organismos internacionales. A ello se añade una revisión de literatura y 
estudios previos sobre la temática. A su vez, se incorpora información 
estadística relativa a solicitudes de asilo y resoluciones disponibles 
públicamente en el sitio web de la CONARE, como también solicitudes de 
residencia temporal y permanente proporcionadas por la Dirección Nacional 
de Migraciones. Dicha información se completó con la obtenida de la base de 
datos UNHCR Refugee Data de la Oficina del Alto Comisionado de Naciones 
Unidas para los Refugiados (ACNUR).  

Asimismo, dado que el análisis del régimen de asilo requiere observar no 
solo su diseño normativo e institucional, sino también su funcionamiento 
efectivo, se incorporó evidencia cualitativa proveniente de diez entrevistas 
semiestructuradas realizadas a actores clave vinculados al campo de la 
protección internacional en Argentina, entre marzo y abril de 2026.2 Estas 
entrevistas a representantes de organismos internacionales, organismos 
estatales, organizaciones de la sociedad civil y espacios académicos 
especializados en asilo, refugio y migraciones forzadas, son una fuente central 
debido al carácter reciente de las reformas analizadas y a la necesidad de 
reconstruir interpretaciones expertas sobre sus fundamentos y posibles 
implicancias institucionales, administrativas y jurídicas. 

La investigación respetó los principios éticos aplicables a las ciencias 
sociales. Todas las personas entrevistadas participaron de manera voluntaria 
e informada y prestaron consentimiento para el uso académico de la 
información. Considerando la sensibilidad política del objeto de estudio —las 
transformaciones recientes del régimen de asilo y protección internacional—, 
así como la creciente asociación en el discurso público de migrantes, 
solicitantes de asilo y refugiados con problemáticas vinculadas a la 
criminalidad, la seguridad y el terrorismo, la mayoría de las personas 
entrevistadas solicitó preservar su identidad. Por esta razón, los testimonios 
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se utilizan de manera general e indirecta para evitar cualquier identificación 
de las fuentes. 

Tabla 1: Resumen de las personas entrevistadas, institución de pertenencia y 
área de especialización  

Actor Institución Rol 

1 Sociedad civil Activista por los derechos de la comunidad 
migrante en Argentina.  

2 Sociedad civil Alto directivo de Organización No Gubernamental 

3 Academia y Estado Profesor/a especializado/o en temas de migración 
y refugio en Argentina. Exfuncionaria CONARE. 

4 Organización 
basada en la fe 

Acompañante de personas migrantes y refugiadas 
en Argentina.  

5 Academia y 
organismos 
internacionales 

Profesor/a especializado/a en temas de migración 
y refugio. Asesor para organismos internacionales. 

6 Sociedad civil Abogado especializado/a en brindar asistencia 
jurídica a personas migrantes y solicitantes de asilo.  

7 Estado Abogado/a y coordinador/a de una oficina de 
defensa pública de asistencia legal a personas 
refugiadas. 

8 Organismos 
internacionales 

Abogado con orientación de derechos humanos. 
 

9 Sociedad civil  Abogado especializado/a en brindar asistencia 
jurídica a personas migrantes y solicitantes de asilo. 

10 Estado Funcionaria CONARE 

 
El artículo cuenta, en primer lugar, con una sección de estado del arte que 

aborda algunos de los debates a nivel global y regional sobre la situación del 
asilo. Una segunda sección que analiza el contenido de las reformas 
normativas introducidas en 2024 y 2025; y una tercera que ofrece un análisis 
longitudinal crítico del desempeño del régimen de asilo argentino desde la 
sanción de Ley General de Reconocimiento y Protección al Refugiado                         
hasta la actualidad. Al final, se plantean una serie de conclusiones. 

Argentina en el contexto global y regional:  el régimen de 
protección internacional de personas refugiadas y su realidad  

En los últimos cuarenta años, los estudios sobre asilo y protección de 
refugiados han ido dando cuenta de las crecientes políticas restrictivas de los 
países, particularmente del Norte Global, como respuesta al incremento en el 
número de arribos y solicitudes de protección internacional (Aleinikoff, 1992; 
Hathaway, 1992; Gammeltoft-Hansen y Tan, 2017). Esas políticas abarcan un 
conjunto de prácticas para impedir que las personas alcancen los territorios 
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de los Estados en busca de protección, incluyendo mecanismos de inadmisión 
y de externalización (Sandberg et al. 2025), pero también medidas pensadas 
para limitar el acceso al procedimiento de asilo y a la protección en sí, 
incluidos los derechos en el país de acogida (Hathaway, 1992; Ghezelbash, 
2021). Esta tendencia restrictiva no solo opera sobre las fronteras externas de 
los Estados, sino también sobre las fronteras internas del propio régimen de 
asilo: los criterios de admisibilidad, los plazos procedimentales, los recursos 
disponibles, las garantías de revisión y las condiciones bajo las cuales una 
persona puede permanecer en el territorio mientras se evalúa su necesidad de 
protección. 

Respecto de las prácticas de no admisión, Thomas Gammeltoft-Hansen y 
James Hathaway (2015) sostienen que estas conocieron una primera etapa, 
caracterizada por los controles de visa y sanciones a las empresas 
transportistas, el establecimiento de “zonas internacionales” y las 
interceptaciones en alta mar; y una segunda etapa, caracterizada por 
mecanismos basados en la cooperación bilateral o multilateral, en la que los 
impedimentos son implementados por las autoridades de los países de origen 
y de tránsito. Progresivamente, las medidas de externalización comenzaron a 
ampliarse, tanto en lo concerniente a la operatoria del control fronterizo, como 
a la gestión del asilo (Cantor et al., 2022). 

En particular, el acceso al asilo conoció toda una batería de medidas 
creativas: desde el establecimiento de procedimientos de (in)admisibilidad 
basados en el concepto de tercer país seguro, limitaciones temporales a la 
formalización de solicitudes de protección desde el momento del arribo al 
territorio, o la adopción de procedimientos acelerados para solicitudes 
“manifiestamente infundadas”, hasta el establecimiento de procedimientos 
para determinar el Estado responsable de evaluar una solicitud que suponen, 
en la práctica, la remisión de las personas solicitantes de un país a otro, con 
limitado acceso a derechos y ayudas sociales (Vedsted-Hansen 2025). A ello 
se añade la aplicación restrictiva de los criterios de evaluación del estatuto de 
refugiado, el progresivo debilitamiento de las garantías procedimentales, e 
incluso la extensión deliberada de los tiempos de procesamiento (Sandberg et 
al., 2025).  

El uso de las temporalidades dilatadas (cronopolíticas) para el 
procesamiento de solicitudes ha experimentado en los últimos años un bucle 
restrictivo novedoso asociado a la emergencia de dispositivos tecnológicos 
digitales de evaluación mecánica: con la excusa de atender estos rezagos 
administrativos (largamente denunciados por la sociedad civil y las 
defensorías), se ha incorporado una racionalidad modernizadora y eficientista 
para la resolución de trámites que amenaza con barrer completamente con el 
debido proceso y los recaudos éticos de la protección internacional (Forster, 
2022; Tazzioli, 2023; Ibsais, 2025).3 En este punto, el caso argentino reciente 
dialoga con una tendencia más amplia: los problemas reales de rezago, 
demora y sobrecarga administrativa pueden utilizarse como fundamento 
para introducir procedimientos más rápidos, pero también más restrictivos. 
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En las entrevistas realizadas para este estudio, distintos actores reconocieron 
la existencia de demoras significativas en la tramitación de solicitudes, 
aunque subrayaron que la respuesta estatal no debería consistir en debilitar 
garantías procedimentales, sino en fortalecer las capacidades institucionales 
del órgano competente. 

Siguiendo una lógica disuasoria, en buena parte de los países del Norte, 
pesa sobre las personas solicitantes una restricción de acceso al trabajo y a las 
ayudas sociales mientras que, para quienes se benefician finalmente con un 
estatuto de protección, se establece un conjunto de medidas caracterizadas 
por la limitación de derechos tradicionalmente asociados a la concesión del 
asilo (Sandberg et al., 2025). Entre ellas destacan la reducción de las ayudas 
sociales, la restricción del derecho a la reunificación familiar y la exigencia de 
certificar determinados ingresos para su aprobación, entre otros. Ello, de la 
mano del otorgamiento de permisos de residencia temporalmente más 
acotados, reevaluaciones de las necesidades de protección, que pueden 
derivar en la cesación de los estatutos, colectiva o individualmente, así como 
el endurecimiento de las condiciones para acceder a la nacionalidad del país 
de asilo. 

La creación de estatutos temporales diferentes al estatuto de refugiado 
constituye uno de los elementos que más se ha extendido en este giro hacia 
una creciente discrecionalidad a la hora de brindar protección (Mountz et. al, 
2002; Demetriou, 2022; Schultz, 2022). Lejos de brindar protección frente a 
flujos masivos en situaciones excepcionales, estos mecanismos tienen un 
propósito eminentemente restrictivo:  liberar a los Estados de la carga que 
impondría el reconocimiento de las personas como refugiadas. De este modo, 
han pasado a consolidarse como parte de políticas más permanentes 
(Sandberg et. al, 2025). En América Latina, esta tendencia no adopta 
únicamente la forma de estatutos temporales sustitutivos del asilo, sino 
también de una progresiva hibridación entre vías migratorias, humanitarias y 
de protección internacional. La literatura reciente sobre la respuesta regional 
al desplazamiento venezolano muestra que las trayectorias de regularización 
se han vuelto crecientemente complejas, no lineales y multidireccionales, 
combinando mecanismos administrativos, permisos humanitarios, 
procedimientos de asilo y períodos de irregularidad o regularidad precaria 
(Zapata et al., 2023; Prieto Rosas et al., en prensa).  

Formalmente, al menos en el plano normativo-declarativo, el régimen de 
protección internacional creado por la Convención de 1951 permanece intacto; 
es su aplicación práctica la que se ha modificado mediante una lógica de 
contención y restricción (Lavenex, 2024; Davutoglu, 2025). Se trata, en 
términos de Zoltán Buzás (2017), del “cumplimiento de mala fe” de la letra de 
la ley, pero contrario a su propósito, a su espíritu o, en términos de Sandra 
Lavenex (2024), de una “hipocresía organizada”. Los Estados reconfiguran 
sus obligaciones sin renunciar a ellas, preservando la apariencia de 
cumplimiento, pero simultáneamente limitando el acceso al asilo. La erosión 
no ocurre a través de la denuncia formal de los instrumentos internacionales, 
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sino a través de procesos de adaptación. En ese sentido, como destaca Perisa 
Davutoglu (2025) “lo que emerge no es el colapso del régimen de protección 
internacional sino su reestructuración sobre una lógica que prioriza la 
soberanía y la discrecionalidad, por sobre el multilateralismo y el respeto de 
los derechos humanos” (p. 180). Aun así, emergen propuestas para cambiar el 
régimen global de protección. Como bien advierte la autora, este giro no es 
exclusivo de la protección de refugiados, sino que refleja una situación de 
orden global que se caracteriza por “la retracción del multilateralismo liberal, 
el crecimiento de los acuerdos ad hoc bilaterales, el creciente basamento en 
normas de soft law y el debilitamiento de los regímenes basados en derechos”. 
(p. 181). A esta reestructuración práctica del régimen, se suma una dimensión 
discursiva central: la creciente asociación entre asilo, abuso, criminalidad y 
seguridad. En la investigación cualitativa incorporada a este artículo, varios 
actores entrevistados señalaron que la reforma argentina reciente no solo 
introduce cambios procedimentales, sino que contribuye a producir una 
imagen social de la persona solicitante como sujeto sospechoso. En palabras 
de una persona entrevistada de la sociedad civil, la asociación entre asilo y 
amenaza “se construye como una realidad” y produce temor alrededor de la 
figura del solicitante. Otro testimonio caracterizó la vinculación entre 
terrorismo y solicitud de asilo como una asociación “excesiva” y basada en 
prejuicios, antes que en evidencia empírica disponible. 

Frente a las políticas del Norte Global, históricamente se elogió la larga 
tradición de asilo de América Latina. Sin embargo, particularmente tras el 
arribo de personas venezolanas, el incremento en el número de solicitudes de 
protección internacional y la presión ejercida sobre sistemas de asilo con poca 
capacidad de procesamiento, muchas de las políticas restrictivas globales 
comenzaron a replicarse en el escenario latinoamericano. Esto abarca límites 
al acceso territorial: imposición de visados —inclusive a personas que, en 
virtud de acuerdos regionales, estarían exentas (Freier y Luzes, 2021)—, 
exigencia de documentación no prevista en la normativa y militarización de 
las fronteras o imposición de barreras físicas, como la zanja construida por las 
autoridades chilenas en la frontera de Colchane (de Marchi Moyano y Alvites, 
2022). Pero también, implica limitaciones en el acceso a los procedimientos 
para determinar las necesidades de protección (Gutiérrez Merino y Vargas, 
2023),4 acompañadas por bajas tasas de protección y demoras, intencionadas 
o no, en la resolución de las solicitudes (Freier y Doña-Reveco, 2022; 
Hammoud-Gallego y Freier, 2023).  

Diversos estudios dan cuenta de cómo el régimen migratorio y de asilo 
regional va adoptando la forma de un “gobierno humanitario” que Didier 
Fassin (2006) lo describe para el contexto europeo: una forma de administrar 
las poblaciones: “en nombre de un principio moral superior que hace de la 
preservación de la vida y el alivio del sufrimiento los valores supremos de la 
acción” (p. 16). La apelación a esos sentimientos pasó a ser un elemento 
esencial en las políticas regionales de las migraciones y el control fronterizo, 
pero también en la protección internacional, en un proceso que algunos 
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autores han denominado la “humanitarización del control” (Basualdo, 2021; 
Domenech, 2013; Domenech et al., 2022).  

En este contexto, el cumplimiento de las obligaciones de protección no 
responde a criterios estrictamente humanitarios, sino a intereses de control y 
securitización (Gómez y Malo, 2019). Este gobierno humanitario se hace 
visible en la aplicación selectiva de la definición de persona refugiada, que 
excepcionalmente logra beneficiar a unas pocas personas —por ejemplo, 
sobre la base de procesos de racialización (Trabalón, 2020) o exotización 
(Cociña-Cholaky y Liberona Concha, 2025)—, pero que ejerce el control 
migratorio restringiendo masivamente esa misma protección. Se hace visible 
también en la respuesta “humanitaria” de Brasil al arribo de personas 
venezolanas, la llamada Operación Acogida: una respuesta que ejemplifica 
una estrategia de control fronterizo, despliegue militar, así como mecanismos 
de disciplina y contención de las personas en movilidad (Moulin Aguiar y 
Magalhães, 2020).  Y se hace visible también en la imposición de visados 
“humanitarios” en Ecuador y en Perú, así como el visado “de responsabilidad 
democrática” en Chile, que constituyen ejemplos claros de control, restricción 
y selección de a quienes se les permite acceder a buscar protección (Freier y 
Luzes, 2021).  

Como un reflejo del giro global, uno de los puntos que más evidencian la 
erosión del asilo en la región se vincula a la proliferación de medidas 
alternativas al estatuto de refugiado, muchas veces basadas, precisamente, en 
consideraciones humanitarias, para dar respuesta en materia de regularidad 
de la población —permisos temporales de protección, permisos especiales, 
facilidades migratorias, permisos humanitarios y otras medidas ad hoc— 
(Freier y Fernández-Rodríguez, 2021; Pacecca, 2022; Brumat y Freier, 2023; 
Zapata et al., 2023;  Vera Espinoza y Penchaszadeh, 2026; Prieto Rosas et al., 
en prensa). Estas respuestas no deben leerse únicamente como mecanismos 
alternativos de documentación, sino como parte de una reconfiguración más 
amplia de las fronteras entre asilo, protección humanitaria y regularización 
migratoria. En algunos casos, tales dispositivos permitieron ampliar el acceso 
a la regularidad de poblaciones desplazadas; en otros, contribuyeron a 
desplazar la determinación de la condición de refugiado hacia soluciones 
administrativas menos estables y con menor densidad de derechos. En el caso 
argentino, distintos actores señalaron que la canalización de personas con 
posibles necesidades de protección hacia la vía migratoria ordinaria o hacia 
soluciones administrativas alternativas no es un fenómeno completamente 
nuevo, sino parte de una tensión previa entre una ley de asilo formalmente 
garantista y un régimen institucional con capacidades limitadas. La reforma 
argentina de 2024-2025 resulta relevante no solo por sus contenidos 
normativos, sino porque condensa dos tendencias que ya venían 
desarrollándose a escala global y regional: por un lado, la hibridación entre 
asilo, protección humanitaria y regularización migratoria; por otro, la 
reinscripción del asilo en una gramática de seguridad, abuso y criminalidad 
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que habilita nuevas formas de restricción bajo la apariencia de ordenamiento, 
eficiencia y protección del propio sistema. 

Las reformas adoptadas por el gobierno de Milei (2024-2025) 

Las reformas adoptadas entre 2024 y 2025 deben entenderse como parte de 
una reconfiguración más amplia del régimen de asilo argentino. Más que 
modificaciones aisladas de procedimientos o competencias institucionales, las 
medidas impulsadas afectan distintos componentes del régimen de 
protección internacional: su arquitectura institucional, las garantías 
procedimentales, los criterios de acceso a la protección y los principios que 
orientan su implementación. 

La progresiva reconfiguración del régimen de asilo en detrimento del 
paradigma de derechos humanos comienza a vislumbrarse a pocos meses de 
asumir el gobierno de Javier Milei. En septiembre de 2024, el gobierno 
resuelve la modificación de la composición de la CONARE (Decreto 
819/2024). Tras la disolución del Instituto Nacional contra la Discriminación, 
la Xenofobia y el Racismo (INADI) —que integraba la CONARE— el gobierno 
decidió su reemplazo por un representante del Ministerio de Seguridad, 
justificando la incorporación en “una mirada especializada sobre asuntos de 
seguridad nacional y orden público” en el tratamiento de los temas de 
protección de refugiados. Paralelamente, reubicó a la CONARE en 
jurisdicción de la Vicejefatura de Gabinete del Interior de la Jefatura de 
Gabinete de Ministros. Evaluada en perspectiva, esta medida inauguró una 
secuencia de reformas que desplazó progresivamente la cuestión del asilo 
desde el campo de los derechos humanos hacia el de la seguridad. Esta 
tendencia se profundizó con las modificaciones a la Ley 26165, su 
reglamentación y la reorganización institucional dentro del Ministerio de 
Seguridad.  

Un mes más tarde, se concretó una segunda reforma, a través de un DNU, 
herramienta prevista en la Constitución que permite al Poder Ejecutivo 
normar una cuestión en situaciones excepcionales. El DNU 942/2024 modificó 
la Ley 26165 en varios aspectos sustanciales. Sin embargo, vale destacar que 
no existía ninguna necesidad ni situación urgente o de carácter excepcional 
que ameritara modificar mediante ese instrumento una ley aprobada por el 
Congreso Nacional. Los considerandos de la norma presentan datos de 
manera tendenciosa, articulando una narrativa compleja relacionada con el 
combate al "lavado de activos, el financiamiento del terrorismo y el 
financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva". La 
medida se justifica en las demoras del procedimiento y lo que supone con 
relación a la posible “infiltración de personas que podrían utilizar el instituto 
del refugio para realizar actividades ilícitas”,5 argumentando que “la excesiva 
duración de los plazos en los procedimientos ... obstruye el cumplimiento de 
las obligaciones internacionales en materia de extradición”.6 La tesis de la 
urgencia se apoya así en una doble operación: por un lado, transforma 
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problemas administrativos reales —demoras, acumulación de expedientes y 
dificultades de tramitación— en fundamento para restringir garantías; por 
otro, asocia la solicitud de asilo con usos abusivos, criminalidad organizada y 
terrorismo.  

El DNU modifica cuestiones vinculadas a las llamadas causales de 
exclusión. En primer lugar, cambia el umbral de prueba para la comisión de 
delitos graves. Mientras que la Convención de 1951 y la Ley 26165 se refieren 
a “motivos fundados para considerar” que la persona ha cometido un delito, 
la nueva formulación señala que no será reconocida como refugiada la 
persona que haya sido imputada y/o condenada. Y, en segundo término, 
modifica la definición de grave delito incluyendo delitos que “afecten el 
patrimonio, siempre que hayan sido perpetrados con fuerza en las cosas, 
violencia o intimidación en las personas”,7 que en principio no deberían ser 
considerados de tal gravedad como para excluir a una persona de los 
beneficios de la protección. Más allá de la narrativa criminalizante y la 
difusión mediática malintencionada que tuvo este aspecto de la reforma, en 
números absolutos —conforme información proporcionada por informantes 
clave— el número de casos resueltos por la exclusión ha sido irrisorio en la 
historia de la CONARE. Pero no solo la aplicación de una causal de exclusión 
es una situación sumamente excepcional; también lo es su análisis, ya que en 
la enorme mayoría de las solicitudes no surgen consideraciones que lleven a 
analizar su aplicabilidad. Esta apreciación encuentra respaldo en las 
entrevistas realizadas para esta investigación. Distintos actores rechazaron la 
idea de que el régimen argentino hubiera enfrentado un problema 
significativo de infiltración terrorista o de utilización sistemática del asilo por 
personas vinculadas a criminalidad grave. La ampliación de las causales de 
exclusión aparece, en ese sentido, menos como una respuesta proporcional a 
un problema empíricamente extendido que como una forma de inscribir el 
asilo en una gramática de sospecha, peligrosidad y control. 

A nivel procedimental, la norma elimina la posibilidad de recurrir una 
decisión denegatoria de una solicitud, o de cesación o cancelación de la 
condición de refugiado, por la vía administrativa. El artículo 50 de la Ley 
preveía la posibilidad de presentar un recurso jerárquico dentro de los diez 
días hábiles de notificada la resolución, ante el ministro del Interior, quien 
resolvía previa intervención de la entonces Secretaría de Derechos Humanos 
de la Nación. A partir de la reforma, solo se puede recurrir una resolución 
denegatoria por la vía judicial, para lo cual la persona deberá contar con 
patrocinio jurídico, y dentro de los cinco días, un plazo exiguo. A su vez, 
impone plazos sumamente acotados a la Justicia para resolver sobre el recurso 
interpuesto: la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso 
Administrativo Federal deberá resolver el recurso en un plazo máximo de 
diez días hábiles, incluidos aquellos casos complejos. 

Por otro lado, dado que nunca se había llegado a aprobar un Reglamento 
de la Ley 26165 (a pesar de haberse elaborado y consensuado un proyecto con 
organismos internacionales y organizaciones de la sociedad civil a mediados 



Población & Sociedad, ISSN 1852 8562, en prensa 

12 

de la década de 2010), el gobierno de Milei elabora y adopta un Reglamento, 
a través del Decreto 646/2025. Sin embargo, lo hace de manera inconsulta, a 
espaldas de la sociedad civil, y en línea con el giro securitista que se venía 
imprimiendo a la política de asilo. 

El flamante Reglamento autoriza la creación de centros de recepción para 
alojar a quienes soliciten el estatuto de refugiado mientras se analizan sus 
casos, en el marco de solicitudes formuladas en frontera o en contextos de 
afluencia masiva. Se contempla que las personas salgan de estos centros solo 
en los supuestos de regresar a sus países de origen o trasladarse a un tercer 
país. A su vez, establece un procedimiento de admisibilidad (“evaluación 
preliminar para determinar si reúne requisitos mínimos de procedencia”)8 a 
ser aplicado, tanto en territorio como en frontera, que permite rechazar in 
limine la solicitud cuando se considere manifiestamente improcedente. Esto 
incluye solicitudes fundadas en preferencias subjetivas o conveniencias 
económicas; o cuando las alegaciones se consideran incoherentes, 
insuficientes o inverosímiles; o cuando se encuentre acreditado de manera 
evidente que aplica en el caso una causal de exclusión. 

Finalmente, el traspaso de la Dirección Nacional de Migraciones (DNM) 
desde la órbita del Ministerio del Interior al Ministerio de Seguridad por            
DNU 793/2025, en noviembre de 2025, tiene un impacto directo en la 
protección de refugiados, en tanto el personal técnico especializado de la 
Secretaría Ejecutiva de la CONARE depende de aquella. Dada la importancia 
de la Secretaría en la instrucción de los casos, su adscripción a la cartera de 
Seguridad imprime su particular enfoque al procedimiento de determinación 
de la condición de refugiado. 

Las entrevistas permiten identificar una preocupación transversal respecto 
al desplazamiento progresivo del régimen de asilo hacia una lógica de 
seguridad. Se observa un amplio consenso respecto a que las reformas 
introducidas entre 2024 y 2025 no constituyen meros ajustes procedimentales, 
sino que alteran aspectos centrales del acceso a la protección internacional, de 
las garantías del procedimiento y de la orientación general del régimen de 
asilo argentino. 

La reforma del marco legal en materia de refugiados se produce en un 
contexto de reconfiguración de la política hacia las personas migrantes 
plasmada, también, en la reforma legal de la Ley de Migraciones n.° 25871: en 
2025 se adopta el DNU 366/2025 que introduce importantes restricciones en 
el acceso a la radicación permanente (ahora supeditada a criterios 
económicos) y, con base en ella, establece una nueva estratificación cívica, 
limitando el acceso pleno (y otrora universal) a la salud, a la educación 
universitaria y a la naturalización (Penchaszadeh y Novick, en prensa). 
Analizadas conjuntamente, las reformas en materia migratoria y de asilo 
permiten observar una transformación más amplia del régimen argentino de 
movilidad humana. En este nuevo contexto, la protección internacional deja 
de aparecer prioritariamente como una obligación derivada de compromisos 
humanitarios y de derechos humanos para ser crecientemente interpretada 
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desde consideraciones vinculadas con el control, la seguridad, la prevención 
del abuso y la gestión eficiente de los flujos poblacionales. 

¿Caída libre o un lento proceso cuesta abajo? 

En este artículo sostenemos que la reforma del marco legal impuesta por 
el gobierno actual es la manifestación del quiebre con el paradigma de 
derechos humanos que rigió el tratamiento de la cuestión desde inicios del 
siglo XXI (Penchaszadeh, 2021; Penchaszadeh et al., 2025; Penchaszadeh y 
Linares, 2026; Penchaszadeh y Novick, en prensa). Sin embargo, la protección 
de refugiados en el país venía evidenciando un proceso de horadación desde 
tiempo antes, en línea con el contexto global y, particularmente, regional 
(Penchaszadeh y Linares, 2026). La pregunta que orienta este apartado es 
¿cómo se articulan los déficits de implementación, las capacidades 
institucionales limitadas, los desplazamientos hacia vías migratorias o 
humanitarias y las recientes reformas explícitamente restrictivas? 

En primer lugar, es preciso señalar que la Ley 26165 se ha caracterizado 
por tener una debilidad intrínseca: no prevé una partida presupuestaria 
específica para el funcionamiento del sistema. Esto ha impactado a lo largo de 
los años en aspectos tan cruciales como el desarrollo de capacidades (personal, 
infraestructura) conforme al incremento en el número de solicitudes, o la falta 
de implementación de un programa de acogida y asistencia humanitaria 
destinado a las personas recién llegadas que más lo necesitan. En términos de 
régimen, esta carencia presupuestaria permite advertir tempranamente una 
distancia crítica entre una arquitectura normativa garantista y las condiciones 
materiales necesarias para sostenerla. 

A su vez, a poco de su sanción, dos cuestiones opacaron el entusiasmo con 
el que fue adoptada. Por un lado, si bien la ley establecía un plazo de sesenta 
días para su reglamentación, este mandato nunca se cumplió en el período 
garantista de las políticas de movilidad humana en el país (como vimos, 
finalmente, fue reglamentada diecinueve años después), dando lugar a 
interpretaciones divergentes sobre algunos aspectos conforme a las 
autoridades de turno (Cortiglia et al., 2024). Por otro lado, recién en 2009 se 
conformó la Comisión Nacional para los Refugiados (CONARE), prevista por 
la Ley como el organismo competente en materia de protección internacional 
(Resolución 390/2009 del Ministerio del Interior). Según información 
brindada por actores clave, el hecho de que los representantes de las distintas 
carteras no tuviesen dedicación exclusiva para su labor de comisionados, ni 
mayores incentivos para aceptar la tarea, produjo y produce aún hoy 
dificultades en las designaciones, así como problemas en la organización del 
sistema de asilo. Las entrevistas realizadas señalan que, incluso antes de las 
reformas recientes, el régimen de asilo argentino funcionaba con recursos 
limitados, sobrecarga de tareas y dificultades para absorber el crecimiento de 
solicitudes.  
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En sintonía con las tendencias globales y preocupada por lo que 
consideraba “abusos del sistema”, la CONARE aprobó un procedimiento 
diferenciado para solicitudes manifiestamente infundadas. Si bien no se trató 
de un procedimiento de admisibilidad al sistema, sino de un procedimiento 
acelerado en el que las diferentes etapas (registro, entrevista, resolución) se 
acortan drásticamente, fue ampliamente criticado por las organizaciones 
defensoras de los derechos de las personas solicitantes por tratarse de un 
procedimiento no previsto en la normativa —aun cuando, a su vez, también 
aplicaba a solicitudes manifiestamente fundadas— (Filardi et al., 2012). En un 
escenario de capacidades limitadas, el procedimiento diferenciado terminó 
generando un desequilibrio en el sistema, en el que las solicitudes ordinarias 
vieron relegado su tratamiento y resolución. Este antecedente resulta 
relevante porque muestra que la tensión entre eficiencia administrativa y 
garantías procedimentales no se inicia con las reformas de 2024-2025. Lo 
novedoso de la reforma reciente no es la preocupación por los tiempos de 
tramitación, sino su traducción normativa en dispositivos de admisibilidad, 
aceleración y control inscriptos en una racionalidad securitaria. 

Así entonces, el sistema que se construye, sobre la base de una estructura 
legal progresista, anclada en un paradigma de derechos humanos y con una 
institucionalidad concebida adecuadamente, comenzó a evidenciar las 
tensiones con las prácticas y los entornos institucionales. Las capacidades 
limitadas y el incremento en el número de solicitudes condujeron al gran 
déficit del sistema: las enormes demoras en adoptar resoluciones. Mientras 
que los casos que se tramitaron por un procedimiento sumario ven acelerados 
los tiempos de su resolución, la gran mayoría de las solicitudes que tramitaron 
por el procedimiento ordinario aguardaron una resolución por largos 
períodos que, en ocasiones, llegaron a exceder los cuatro años. El 
procedimiento ante la CONARE ha sido lento históricamente, no solo en lo 
que respecta a la instrucción, la realización de una o varias entrevistas y la 
elaboración de un informe no vinculante, sino también en lo que concierne a 
la decisión de la Comisión en sí y el proceso recursivo ante una decisión 
denegatoria. En particular, este último ha sido sumamente lento e ineficaz. 
Las estadísticas dan cuenta de la práctica nula resolución favorable de los 
procedimientos recursivos administrativos o judiciales. Todo ello impacta 
claramente en el acceso a derechos de las personas solicitantes, que 
permanecen en un “limbo”, prorrogando trimestralmente un certificado 
provisorio, sin posibilidad de ejercer su derecho a la reunificación familiar y 
sin tener certeza de si podrán reiniciar una vida en el país o deberán 
abandonarlo. Las entrevistas permiten precisar este diagnóstico: la demora 
fue señalada como uno de los problemas persistentes del régimen, pero no 
necesariamente como prueba de abuso por parte de las personas solicitantes, 
sino como resultado de una combinación de baja capacidad institucional, falta 
de recursos y ausencia de mecanismos estables de gestión del crecimiento de 
solicitudes.  
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Las estadísticas recientes de la CONARE muestran un cambio relevante en 
la dinámica de tramitación del sistema de asilo: mientras que durante                   
2020-2023 persistió una brecha entre el número de solicitudes iniciadas y la 
cantidad de decisiones registradas —con 6.683 solicitudes, al menos 834 
trámites resueltos identificables en las estadísticas disponibles y 361 
reconocimientos positivos—, en 2024-2025 se observa un aumento marcado 
de la productividad administrativa, aunque no necesariamente de la 
protección sustantiva (CONARE, 2022, 2025, 2026; Penchaszadeh y Linares, 
2026) (véase Gráfico 1). En efecto, en 2024 se dictaron 2.898 resoluciones y en 
2025 otras 2.275, frente a 1.714 y 1.171 solicitudes iniciadas, respectivamente; 
sin embargo, buena parte de esas decisiones no correspondió a 
reconocimientos, denegatorias o exclusiones, sino a formas de terminación 
administrativa o abandono del trámite, como caducidades, archivos y 
desistimientos. En conjunto, durante 2024-2025, solo el 18 % de las 
resoluciones fueron positivas, mientras que los cierres administrativos y 
desistimientos concentraron el 76,8 % del total (véase Gráfico 2).  

Gráfico 1: Solicitudes registradas y resueltas por CONARE (2020 – 2025) 

 
Fuente: CONARE (2026). 
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Gráfico 2: Solicitudes resueltas por CONARE en 2024 y 2025, distinguiendo 
entre resoluciones adoptadas por el mérito (reconocimientos y 
denegatorias), cierres administrativos (caducidades, archivos y 
desistimientos) y otras resoluciones 

 
Fuente: CONARE (2026). 

Así, el incremento de resoluciones debe leerse con cautela: la CONARE 
resolvió más, pero principalmente mediante modalidades que no implican 
una evaluación sustantiva plena de la necesidad de protección internacional 
(CONARE, 2022, 2025, 2026; Penchaszadeh y Linares, 2026). Esta distinción 
entre productividad administrativa y protección sustantiva también aparece 
en las entrevistas. Allí se señala que el aumento reciente de resoluciones 
puede responder a una voluntad de cerrar expedientes acumulados y ordenar 
la tramitación, pero no necesariamente a una mejora integral del acceso a la 
protección internacional. En particular, el hecho de que buena parte de las 
decisiones se concentre en caducidades, archivos o desistimientos obliga a leer 
el incremento de la actividad administrativa críticamente.  

La baja tasa de protección tiene una relación también con la existencia y 
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pero no siempre protección internacional en sentido estricto (Penchaszadeh et 
al., 2025; Penchaszadeh y Linares, 2026). Por desplazamiento funcional 
entendemos el proceso mediante el cual un régimen absorbe funciones que, 
normativa e institucionalmente, corresponden a otro. En particular, el proceso 
bajo análisis se halla estrechamente vinculado con la humanitarización de las 
políticas de movilidad humana: permisos temporales, visados humanitarios 
y vías especiales de regularización han sido aplicados por la mayoría de los 
Estados de la región, al tiempo que promovidos y celebrados regionalmente 
por OIM y ACNUR como “medidas complementarias”, en tanto facilitan la 
documentación, la asistencia y el acceso inmediato a ciertos derechos                  
(Clavijo et al., 2018; Domenech, 2025). Mediante el desplazamiento del asilo a 
la vía migratoria, el primero conserva formalmente su autonomía mientras 
pierde centralidad y capacidad protectora. En efecto, se amplían respuestas 
inmediatas, pero se horada la calidad de la protección internacional, al 
sustituir estatutos estables, derechos exigibles y garantías específicas por 
mecanismos temporales, revocables y discrecionales (Fassin, 2006; Vera 
Espinoza y Penchaszadeh, 2026). 

En 2010 tuvo lugar la primera experiencia de respuesta a una situación de 
desplazamiento forzado, basada en consideraciones “humanitarias”. El 
terremoto que sacudió Haití en enero de ese año llevó a que varios países de 
la región implementen medidas para facilitar el acceso y la estadía legal de los 
haitianos en su territorio. Si bien con anterioridad al desastre, Argentina había 
reconocido como refugiados a personas haitianas sobre la base de la situación 
política, institucional y humanitaria de Haití, luego del terremoto se consideró 
que se trataba de personas desplazadas como consecuencia de un desastre 
natural, una situación no amparada por las definiciones de refugiado. De allí 
que, en virtud de la normativa migratoria, la CONARE solicitara a la 
Dirección Nacional de Migraciones, paralelamente a la denegatoria de cada 
solicitud de asilo, que considerara el otorgamiento de una residencia por 
“razones humanitarias” (Trabalón, 2019; Debandi y Patallo, 2022). 

Coincidentemente con la tendencia que algunos autores identificaran en 
los países del Norte Global (Mountz et. al, 2002; Demetriou, 2022; Schultz, 
2022) e incluso en otros países de América del Sur (Thomaz, 2018), la situación 
de las personas haitianas y el otorgamiento de una forma de protección 
basada en consideraciones humanitarias constituye una de las primeras 
evidencias locales de la aplicación de mecanismos alternativos al asilo, como 
un giro hacia medidas más discrecionales de protección de migrantes 
forzados, una tendencia general hacia la humanitarización (Pereira y Clavijo, 
2022). Aun cuando estas personas podrían haber sido reconocidas como 
refugiadas, en su amplia mayoría se fue facilitando su regularidad por otros 
mecanismos (Penchaszadeh et al., 2025; Penchaszadeh y Linares, 2026; Vera 
Espinoza y Penchaszadeh, 2026). Leído longitudinalmente, el caso haitiano 
permite observar una temprana hibridación entre protección internacional y 
regularización migratoria: la necesidad de protección no desaparece, pero es 
reencauzada hacia un dispositivo de residencia humanitaria administrado 
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desde el régimen migratorio. Esta solución amplía el acceso a la regularidad 
documental, pero al mismo tiempo desplaza la centralidad del estatuto de 
refugiado y reduce la densidad jurídica de la protección otorgada. 

La utilización del criterio humanitario, aún en casos de personas 
necesitadas de protección internacional como refugiadas, fue 
profundizándose con los años. Además, fue acompañada también de un 
creciente rol protagónico de las autoridades migratorias —la Dirección 
Nacional de Migraciones— en asuntos propios de la CONARE. El ejemplo 
más paradigmático ha sido el llamado “Programa especial de visado 
humanitario para extranjeros afectados por el conflicto de la República Árabe 
Siria” lanzado en 2014 por Disposición DNM n.º 3915/2014. Este establecía la 
utilización del criterio de razones humanitarias como base de otorgamiento 
de un visado de ingreso al país (Figari Costa y Penchaszadeh, 2017; Figueroa 
y Marcogliese, 2019). Sin embargo, también sobre esa base, otorgaba un 
permiso de residencia temporal. El Programa tuvo una serie de puntos 
problemáticos desde el punto de vista del régimen de protección 
internacional. En primer lugar, si bien se trataba de un mecanismo para el 
arribo al país de personas refugiadas, no fue implementado por la CONARE, 
sino por la Dirección Nacional de Migraciones. La autoridad de asilo no 
estuvo involucrada y las resoluciones en torno a las solicitudes le fueron 
ajenas. En segundo lugar, si bien resultaba positiva la concesión de una 
autorización de residencia por el criterio migratorio de las “razones 
humanitarias”, en tanto permitía el acceso a derechos, se trataba de una 
protección más débil que el estatuto de refugiado que debió habérseles 
reconocido a personas que huían de un conflicto armado. Y esto se evidencia 
en una serie de elementos: se trataba de una autorización de residencia 
temporal por un año y no de un estatuto jurídico de protección; se creó ad hoc 
para esa población, sobre una base discrecional y, de la misma manera, podía 
ser cancelada o revocada; a diferencia del estatuto de refugiado, esta 
autorización no contemplaba claras y explícitas causales de cesación, dejando 
por tanto a discreción de las autoridades cuándo cancelarlas e, incluso, 
cuando cancelar el Programa en sí; no contemplaba la garantía de no 
devolución, esencial en el caso de personas cuya vida o seguridad podían 
verse en riesgo de ser devueltas a su país; otorgaba el derecho a la 
reagrupación familiar sobre la base de la normativa migratoria, cuyo concepto 
de familia es más estrecho que el de la normativa de protección de refugiados, 
entre otros (Figari Costa y Penchaszadeh, 2017; Figueroa y Marcogliese, 2019; 
Rovetta-Cortés, 2024). 

En efecto, cabe resaltar que las personas podían pedir asilo si así lo 
consideraban. Si bien no tenían un impedimento o limitación, casi ninguno de 
los beneficiarios del Programa pidió ser reconocido como refugiado, en parte 
porque contaban con la autorización por razones humanitarias que les 
proporcionaba un estatuto legal y acceso a derechos, pero además porque no 
se les informó la posibilidad (Figari y Penchaszadeh, 2017). Y finalmente, 
todas aquellas medidas destinadas a facilitar su arribo, su asistencia y 
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favorecer su integración, fueron delegadas en terceros a través de un esquema 
de patrocinio privado o comunitario. 

No obstante, el Programa posicionó al país internacionalmente como 
pionero en la implementación de vías legales de este tipo en la región, así 
como de la utilización de esquemas de patrocinio privado. 

El Programa, que quedó sin efecto por el gobierno de Milei, resulta una 
evidencia, por un lado, del abordaje de los asuntos de refugiados desde una 
óptica más próxima al concepto de gobernabilidad migratoria que de la 
protección: una lógica que se sustenta en un análisis del costo/beneficio de 
las migraciones en la que la maximización de los beneficios y la reducción de 
los costos se puede alcanzar sólo cuando la migración es ordenada 
(Domenech, 2018; Villarreal Villamar y Montenegro Braz, 2025), promoviendo 
así vías legales de admisión a los territorios (Clavijo et al., 2018). Por el otro, 
en la utilización de la diplomacia migratoria, esto es el empleo tanto de las 
migraciones y su gestión como medio para la obtención de objetivos de 
política exterior (Tsourapas, 2017). En conjunto, los casos haitiano y sirio 
muestran que la erosión del régimen de asilo argentino no se produjo 
únicamente por vía restrictiva directa. También avanzó mediante soluciones 
humanitarias y migratorias que, si bien ampliaron las posibilidades de ingreso 
o regularidad, tendieron a desplazar la determinación de la condición de 
refugiado, reforzar la centralidad de la autoridad migratoria y producir 
formas de protección más temporales, discrecionales y administrativamente 
reversibles. 

La salida migratoria fue utilizada también como una estrategia para 
“eficientizar” el sistema frente a sus problemas de capacidad: esto se ha 
evidenciado en la implementación de programas especiales de regularización 
para ciertas nacionalidades específicas de solicitantes de asilo —para distintos 
colectivos, en 2013, 2017 y 2022—. Dado el incremento de solicitudes por 
personas de origen senegalés, caribeño y, más recientemente, venezolano                   
—poblaciones que las autoridades entendían que no requerían protección 
internacional—, se optó por el establecimiento de programas extraordinarios 
para facilitar la regularidad. Dichos esquemas, exigían entre los 
requerimientos, desistir de toda solicitud de reconocimiento del estatuto de 
refugiado pendiente de resolución. De esa manera, a través de la opción 
migratoria, se descomprime el sistema de asilo sin observar que, entre las 
personas solicitantes, podría haber quienes tuvieran necesidades de 
protección (Penchaszadeh et al., 2025). Las entrevistas permiten leer este 
mecanismo como una forma de descompresión administrativa del régimen de 
asilo. Sin embargo, ese uso no fue interpretado de manera unívoca: mientras 
uno de los actores estatales entrevistados lo interpretó como una utilización 
impropia del sistema, los actores no estatales lo vincularon con fallas 
estructurales del propio régimen migratorio y con la ausencia de vías 
adecuadas para canalizar los trámites de inscripción legal de las personas en 
situación de vulnerabilidad.  
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La tracción al sistema migratorio de potenciales solicitantes de asilo 
provenientes de la región del MERCOSUR se había evidenciado en el pasado 
con las personas colombianas, pero se hizo brutalmente notoria con el 
desplazamiento venezolano. Y esto constituye una tendencia regional 
evidente. Sin embargo, a diferencia de otros países que adoptaron medidas ad 
hoc (el permiso especial de protección en Perú, el permiso por protección 
temporal en Colombia, el visado de responsabilidad democrática en Chile), o 
medidas humanitarias (como la Visa de Excepción por Razones Humanitarias 
—VERHU— en Ecuador), Argentina mantuvo abierta la posibilidad de 
regularizar a las personas migrantes de Venezuela en virtud de su 
nacionalidad MERCOSUR, desde que comenzó el desplazamiento masivo. 
Sin embargo, cuando se evidenciaron dificultades de la población para 
cumplir con los recaudos documentales, se empezaron a implementar 
diferentes medidas de facilitación de la regularidad —como la flexibilización 
de los requisitos—, que alentaban a las personas a acudir a esa vía 
(Penchaszadeh y Linares, 2026). Paralelamente, se desalentó la formulación 
de una solicitud de asilo, en la medida en que las peticiones registradas se 
apilaban sin resolución. Vale destacar que diferentes estudios coincidieron en 
que un porcentaje importante de personas venezolanas podrían haber 
solicitado protección internacional como refugiadas sobre la base de 
persecuciones individuales (Pacecca y Liguori, 2019). A su vez, tal como lo 
recomendó ACNUR (2019b, pto. 5), se ha destacado que debido a la magnitud 
de la crisis institucional, política y humanitaria general de Venezuela, sus 
nacionales podrían haber obtenido el reconocimiento como refugiados bajo la 
definición ampliada propuesta por la Declaración de Cartagena y contenida 
en la Ley (Debandi et al, 2024; Organización Internacional del Trabajo, 2024). 
Sin embargo, en su inmensa mayoría, las personas regularizaron su situación 
documentaria por la vía migratoria. Bajo la presidencia de Mauricio Macri 
(2015-2019) se reconocieron como refugiados un total de 308 personas sobre 
3248 solicitudes presentadas y, a pesar del reconocimiento discursivo de las 
persecuciones y las violaciones de derechos humanos en Venezuela, no hubo 
una decisión de reconocimiento grupal ni el encuadre de la situación del país 
de origen en una de las contempladas en la definición ampliada. El número 
de resoluciones (incluso negativas) fue extremadamente bajo y los tiempos de 
demora en la resolución de los casos resultaron la regla general. Bajo el 
gobierno que le sucedió, entre 2019 y 2023, se produjo la resolución de 4195 
solicitudes de personas venezolanas, pero 4180 se resolvieron por el archivo, 
ante el desistimiento o la falta de impulso de la solicitud por parte de las 
personas solicitantes (Debandi et al, 2024).  

El material cualitativo permite reforzar esta lectura. En las entrevistas 
aparece la idea de que el aumento de solicitudes venezolanas fue leído por 
algunas autoridades como un uso inadecuado del sistema de asilo, aun 
cuando otros actores recordaron que la magnitud de la crisis en Venezuela y 
las recomendaciones internacionales permitían discutir la aplicabilidad de la 
definición ampliada de Cartagena. Esta tensión resulta central: la vía 
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migratoria MERCOSUR funcionó como una respuesta pragmática y 
relativamente eficaz para la regularización documental, pero al mismo tiempo 
desplazó la pregunta por la protección internacional y contribuyó a que miles 
de solicitudes —fundadas— quedaran archivadas, desistidas o sin evaluación 
sustantiva. 

Así, antes que una relación de complementariedad entre los sistemas 
migratorio y de protección de refugiados, parece haber habido una voluntad 
de sustitución de las obligaciones internacionales en materia de protección 
internacional por mecanismos de regularidad a secas (Penchaszadeh y 
Linares, 2026). Mientras el sistema de asilo permanece desatendido, el sistema 
migratorio es dotado de recursos y estrategias flexibilizadas. Ahora bien, es 
importante destacar que mientras uno brinda un estatuto jurídico de 
protección estable (que blinda a las personas de la expulsión), el otro brinda 
una protección más frágil y sujeta a la discrecionalidad ejecutiva. La 
regularidad migratoria y protección internacional no son equivalentes 
jurídicos ni políticos: la primera puede habilitar residencia y acceso a derechos 
bajo determinadas condiciones; la segunda activa un estatuto específico de 
protección frente al riesgo de deportabilidad.  

Otro factor preocupante se relaciona con la cesación individual del estatuto 
de refugiado de personas reconocidas como refugiadas bajo gobiernos de 
diferente color político. Uno de los casos más resonados fue el de un 
ciudadano chileno, reclamado en extradición por el gobierno de su país, 
reconocido como refugiado bajo el gobierno de Cristina Fernández de 
Kirchner, y cuya cesación se produjo bajo el gobierno de Mauricio Macri. Esta 
práctica se repetiría luego con otras nacionalidades bajo el gobierno de Milei, 
haciendo gala de una “espectacularización” ejemplarizante por parte de las 
autoridades “en defensa de la seguridad nacional”. Las cláusulas de cesación, 
contenidas en la Convención de 1951 y recogidas en la Ley 26165, buscan 
brindar seguridad jurídica una vez determinada la condición de refugiado de 
una persona. Como señala ACNUR, la persona conserva esta condición a no 
ser que quede comprendida en el supuesto de una de las cláusulas de cesación 
(ACNUR, 2019a). De allí que su aplicación (al igual que el reconocimiento de 
la condición de refugiado) responda a un análisis técnico, apolítico y 
humanitario; caso contrario, supone la desnaturalización de la institución del 
asilo y su retroceso a ser considerada una dádiva del soberano. Las entrevistas 
también permiten advertir una preocupación específica por el uso político de 
figuras excepcionales como la cesación o la revocación del estatuto. Estas 
decisiones, con casos puntuales de alta visibilidad pública y con una puesta 
en escena estatal orientada a mostrar control y firmeza frente a personas 
previamente reconocidas como refugiadas, muestran que ya no solo se trata 
de desalentar el acceso inicial al estatuto, sino de debilitar la estabilidad de la 
protección mediante usos políticos o ejemplarizantes de figuras que deberían 
permanecer sujetas a criterios estrictamente humanitarios. 

Finalmente, cabe mencionar las dificultades que enfrentó el sistema 
durante la pandemia para garantizar el derecho a buscar y recibir asilo. Al 
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impedirse el ingreso al territorio, se identificaron situaciones de rechazo en 
frontera y casos de separación familiar (Organización de las Naciones Unidas 
—ONU— Argentina, 2020), en un contexto donde no se habilitó ningún 
procedimiento excepcional para permitir el ingreso de personas con 
necesidades de protección internacional (Pacecca y Liguori, 2022). Los 
rechazos en la frontera, en un país con 9000 kilómetros de fronteras terrestres 
y las consecuentes dificultades prácticas para controlarlas, dieron como 
resultado un número importante de ingresos irregulares. Toda esta situación 
cobró tal gravedad que llevó a un grupo de las principales organizaciones de 
derechos humanos, junto a la Defensoría General de la Nación, a denunciar la 
imposibilidad de ejercer el derecho de asilo. Leído a la luz de las entrevistas, 
este episodio permite comprender mejor la fragilidad práctica del régimen: 
aun sin una reforma normativa regresiva, el acceso al asilo fue fuertemente 
condicionado por decisiones administrativas, cierres de frontera y la ausencia 
de protocolos específicos ante situaciones de emergencia.  

Conclusiones 

Un análisis de los veinte años transcurridos desde la adopción de la Ley 
General de Reconocimiento y Protección del Refugiado evidencia que su 
espíritu y mandato se fueron pervirtiendo en la práctica, mucho antes de la 
llegada de Javier Milei al poder. La erosión del régimen de asilo argentino no 
comenzó con las reformas impulsadas por el actual gobierno, aunque estas 
expresan una ruptura clara, tanto en el plano normativa e institucional, 
respecto de su orientación previa, basada —al menos para su exigibilidad— 
en un paradigma de derechos humanos. La sanción de la Ley 26165 constituyó 
un avance significativo en materia de protección internacional, tanto por el 
reconocimiento del derecho al asilo y la protección integral de las personas 
refugiadas, como por la incorporación de la definición ampliada de la 
Declaración de Cartagena, el reconocimiento de garantías procedimentales y 
la creación de una institucionalidad específica para la determinación de la 
condición de refugiado. 

A lo largo de este artículo buscamos dar cuenta de un proceso lento de 
debilitamiento institucional, administrativo y político del sistema de asilo, con 
una magnificación y consolidación de esta tendencia a partir de 2024. Desde 
una perspectiva sociojurídica y longitudinal, el análisis permitió observar la 
creciente distancia entre una arquitectura normativa garantista y las 
condiciones efectivas de implementación del régimen de protección 
internacional. Entre los problemas previos a la actual reforma destacan la 
ausencia de una partida presupuestaria específica, la falta de reglamentación 
integral durante casi dos décadas, la demora en la puesta en funcionamiento 
efectivo de la CONARE, la escasez de recursos humanos, técnicos e 
institucionales, la acumulación de rezagos, la lentitud de los procedimientos 
ordinarios, la baja tasa de reconocimiento del estatuto de refugiado, la 
ineficacia práctica de las instancias recursivas, la adopción de procedimientos 
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acelerados no previstos expresamente en la ley, las dificultades para 
garantizar el acceso al asilo durante la pandemia y la creciente derivación de 
personas con posibles necesidades de protección internacional hacia vías 
migratorias ordinarias, humanitarias o especiales de regularización. 

En este punto, los hallazgos sugieren que la relación entre el régimen 
migratorio y el régimen de asilo operó crecientemente bajo una lógica de 
desplazamiento funcional antes que de complementariedad. La utilización de 
programas especiales de regularización, permisos humanitarios y 
mecanismos migratorios alternativos permitió responder a situaciones 
concretas de movilidad forzada y facilitar el acceso a la documentación y a 
determinados derechos. Sin embargo, estas soluciones también contribuyeron 
a desplazar la evaluación sustantiva de las necesidades de protección 
internacional hacia mecanismos de regularización migratoria. En 
consecuencia, la relación entre ambos regímenes tendió crecientemente a la 
sustitución antes que a la complementariedad, lo que favoreció mecanismos 
de regularización que resolvían la cuestión documental sin atender 
necesariamente las obligaciones específicas derivadas de la protección 
internacional. 

Las reformas introducidas entre 2024 y 2025 consolidan y radicalizan ese 
deterioro. El Decreto 819/2024 modificó la composición de la CONARE e 
incorporó al Ministerio de Seguridad en reemplazo del INADI, introduciendo 
una lectura securitaria en el órgano encargado de evaluar las necesidades de 
protección. El DNU 942/2024 alteró aspectos sustantivos de la Ley 26165, 
amplió y reformuló las causales de exclusión, eliminó la vía recursiva 
administrativa y acortó drásticamente los plazos de revisión judicial. El 
Decreto 646/2025 reglamentó finalmente la Ley, pero lo hizo de manera 
inconsulta y regresiva, habilitando procedimientos de admisibilidad, 
rechazos in limine y centros de recepción para solicitantes en frontera o en 
contextos de afluencia masiva. Esta tendencia se profundiza con el traspaso 
de la Dirección Nacional de Migraciones a la órbita del Ministerio de 
Seguridad, con efectos directos sobre la Secretaría Ejecutiva de la CONARE, 
y con la reforma más amplia de la Ley de Migraciones mediante el DNU  
366/2025. En conjunto, estas medidas reconfiguran restrictivamente el 
derecho de asilo, inscribiéndolo políticamente como un problema de control, 
orden público, eficiencia administrativa y seguridad nacional, antes que como 
una institución orientada a garantizar protección internacional. Las reformas 
recientes no solo modifican procedimientos o competencias institucionales, 
sino que también alteran los principios que orientan la interpretación y la 
aplicación del derecho de asilo, desplazando su centro de gravedad desde la 
protección hacia el control. 

Las entrevistas realizadas a actores clave del Estado, organismos 
internacionales, organizaciones de la sociedad civil y la academia permitieron 
contextualizar estos procesos y comprender cómo son percibidos por quienes 
participan cotidianamente en el funcionamiento del régimen. Más allá de las 
diferencias de diagnóstico, emergió una preocupación compartida respecto 
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de la creciente securitización del asilo, el debilitamiento de garantías 
procedimentales y la utilización de problemas estructurales del sistema                       
—como las demoras o la acumulación de expedientes— como fundamento 
para introducir restricciones al acceso a la protección internacional. Los 
actores entrevistados reconocen déficits persistentes del régimen, pero 
advierten que su solución no debería consistir en reducir garantías ni en 
asociar la solicitud de asilo con abuso, criminalidad o terrorismo, sino en 
fortalecer las capacidades institucionales necesarias para asegurar 
procedimientos eficaces y compatibles con los compromisos internacionales 
asumidos por Argentina. 

El caso argentino se inscribe, así, en una tendencia global y regional de 
reestructuración práctica del régimen de protección internacional. Esta 
tendencia no implica necesariamente la denuncia formal de los instrumentos 
internacionales ni la desaparición del derecho de asilo, sino su debilitamiento 
progresivo mediante procedimientos acelerados, criterios de admisibilidad, 
estatutos temporales, respuestas humanitarias discrecionales, vías 
migratorias sustitutivas, demoras estructurales y narrativas de sospecha. La 
paradoja del momento actual es que el gobierno de Milei retoma problemas 
largamente señalados por la sociedad civil, las defensorías y la academia                  
—rezagos, inoperancias, demoras, falta de recursos y baja capacidad de 
respuesta—, pero decide atenderlos mediante decretos, sin debate 
democrático ni participación de los actores especializados, y bajo una 
racionalidad securitaria. 

En este sentido, el deterioro del régimen de asilo argentino debe 
comprenderse como un proceso longitudinal, no como una caída repentina. 
Sin embargo, las reformas recientes marcan una ruptura en los principios que 
orientan su funcionamiento. El problema no es solo que el régimen resuelva 
tarde, poco o mal, sino que sus déficits históricos son ahora reinterpretados 
como justificación para restringir el acceso a la protección internacional. El 
buen funcionamiento de un régimen de asilo no puede medirse únicamente 
en términos de productividad administrativa o cantidad de expedientes 
cerrados, sino por la calidad de la respuesta estatal frente a personas con 
necesidades de protección, la preservación de garantías procedimentales, el 
respeto del principio de no devolución y la estabilidad jurídica del estatuto 
reconocido. A veinte años de la Ley n.º 26165, el balance muestra una tensión 
abierta entre una arquitectura normativa originalmente garantista y una 
reconfiguración práctica, administrativa y discursiva que amenaza con 
desnaturalizar el asilo como derecho y devolverlo abiertamente al terreno de 
la discrecionalidad soberana. 
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